
152-A-16 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las nueve horas del día 

veintiocho de mayo de dos mil dieciocho. 

Por agregado el informe suscrito por la Representante Legal del Consejo Directivo del 

Centro Escolar Hacienda Bola de Monte del municipio de San Francisco Menéndez, 

departamento de Ahuachapán (fs. 4 al 105).  

Antes de emitir el pronunciamiento respectivo, este Tribunal hace las siguientes 

consideraciones:  

I.  En el caso particular, el informante manifestó que desde el mes de agosto de dos mil 

dieciséis, la Directora del Centro Escolar Hacienda Bola de Monte del municipio de San 

Francisco Menéndez, Ahuachapán, contrató a su sobrina -sin especificar el cargo-, y a su 

hermana como proveedora de un programa de alimentos en dicho centro escolar. 

 Ahora bien, con la investigación preliminar se ha determinado según el informe del 

Consejo Directivo del Centro Escolar Hacienda Bola de Monte de San Francisco Menéndez, 

Ahuachapán, que: 

i) Desde el día seis de enero de dos mil dieciséis, la señora Blanca Olga García de 

López se desempeña como Directora Interina del Centro Escolar Hacienda Bola de Monte 

del municipio de San Francisco Menéndez (fs. 4, 7, 8, 9). 

ii) La nómina de empleados de dicho centro educativo se encuentra conformada por los 

señores ***********************, *********************, ******************, 

*********************, ********************* y ********************** (f. 4). 

iii) Según contrato N°. ************ de fecha diez de marzo de dos mil dieciséis, el 

cual se encuentra agregado en los folios 49 al 53, la señora ************************** 

fue contratada para prestar el servicio de “almuerzos servidos” en el referido centro escolar. 

iv) En el mes de agosto de dos mil dieciséis, el proveedor contratado para ofrecer el 

servicio de alimentos preparados fue la señora **********************, tal como consta 

en el contrato N°. ************* de fecha doce de agosto de dos mil dieciséis (fs. 83 al 87). 

II. A tenor de lo dispuesto en los artículos 33 inciso 4° de la Ley de Ética 

Gubernamental, en lo sucesivo LEG; 83 inciso final y 84 inciso 1° de su Reglamento recibido 

el informe correspondiente el Tribunal resolverá si continúa el procedimiento o si archiva las 

diligencias. 

En ese sentido, una vez agotada la investigación preliminar el Tribunal debe decidir si 

a partir de los elementos obtenidos se determina la existencia de una posible infracción ética 

y si, por ende decreta la apertura del procedimiento, pues de no ser así, el trámite debe 

finalizarse.  

III. A partir de la información obtenida se ha determinado de acuerdo al Documento 

Único de Identidad de la señora Blanca Olga García de López y la nómina de empleados que 



laboran en el Centro Escolar Hacienda Bola de Monte del municipio de San Francisco 

Menéndez, que no existe concordancia de apellidos con ninguno de ellos, es decir, que no se 

advierten elementos que reflejen que la señora García de López, en el año dos mil dieciséis 

haya contratado a su sobrina como parte del personal de ese centro educativo. 

Adicionalmente, en los documentos remitidos consta que las personas que prestaron el 

servicio de entrega de alimentos preparados y almuerzos servidos fueron las señoras 

******************** y *******************, con quienes tampoco se advierte un 

vínculo de parentesco, ya que no hay concordancia de apellidos entre ellas y la señora García 

de López. 

De manera que no se han robustecido los indicios advertidos inicialmente sobre una 

posible trasgresión a la prohibición ética de  “(…) contratar (…) en la entidad pública que 

preside o donde ejerce autoridad, a (…) parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad (…), excepto los casos permitidos por la ley” regulada en el artículo 6 letra 

h) de la LEG.  

En razón de lo anterior, y no advirtiéndose elementos suficientes que permitan 

determinar la existencia de una posible infracción ética, es imposible continuar el presente 

procedimiento. 

 Por tanto, con base en lo dispuesto en los artículos 33 inciso 4° de la Ley de Ética 

Gubernamental, 83 inciso final y 84 inciso 1° de su Reglamento, este Tribunal RESUELVE: 

Sin lugar la apertura del procedimiento. 

Archívese. 

 

 

 

 

 

 

 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN 

                                                                                                                                                    

 

 


